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PRINCIPIO DE CONTROL


ANTECEDENTES.

El control como una función estatal es una activad conocida de antiguo en la historia del Estado, como que fue profusamente aplicado en el Estado Monárquico, particularmente en materia de fiscalización de ingresos y egresos estatales. El Tribunal de Cuentas, órgano fiscalizador que existe en países europeos y en todos los americanos de la costa atlántica, proviene de esos tiempos y existió en Chile desde fines de los años 1700.  

El Estado moderno constitucional, al rechazar al absolutismo real, consagró los principios de autoridad y de legalidad, imponiendo a las autoridades el principio de autoridad, pero bajo control.  La “Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano” en su artículo 15 dispuso al efecto que la sociedad tenía el derecho a solicitar información de su actuar a todo funcionario público, consagrando la primera disposición moderna que se refierió a este principio.:




Artículo 15. La sociedad tiene derecho a exigir a todo agente 


público que le rinda cuentas de su administración.

En Chile, la institución del control existió desde la Colonia. Reestructurada bajo O´Higgins, tomó el nombre de Tribunal de Cuentas, organismo que a la larga, unido a otros servicios, dio origen en 1927 a la Contraloría General de la República, a sugerencia de la Comisión Kemmerer. 

La Contraloría General es un organismo de fuente constitucional y configura el órgano general de control externo de la Administración chilena (CPR., arts 98 y sgts).
CONCEPTO DE CONTROL.

En un concepto amplio, el control consiste en el examen de una actuación que se realiza con vistas a establecer si ella se ajusta a las normas que la rigen. Por eso también se dice que es un análisis profesional orientado a establecer la regularidad de una actuación. 

LA FUNCIÓN DE CONTROL EN LA CPR.


La Constitución reconoce la función de Control en cuatro de sus artículos:


a) Artículo 52. “Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados: 

 1) Fiscalizar los actos  del Gobierno.” 


b) Artículo 98. “Un organismo autónomo con el nombre de Contraloría General de la República ejercerá el control de la legalidad de los actos de la Administración, fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinará y juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y desempeñará las demás funciones que le encomiende la ley orgánica constitucional respectiva.”  


c) Artículo 113 : “El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende, la que regulará además su integración y organización.”


d) Artículo 119: “El concejo será un órgano encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”  En las sesiones destinadas a fiscalizar, concentradas en revisar  actuaciones  municipales, no puede asistir el alcalde. El patrón de revisión en el caso de los Concejos Municipales consiste en un contraste entre lo que se ha hecho con estándares establecidos. 




CLASIFICACIÓN: 


El control se puede clasificar desde distintos puntos de vista:

-  Atendiendo a los sujetos que intervienen en el proceso de control.
-  Atendiendo a la posición institucional que ocupa el órgano que ejerce el 
    control.
-  Atendiendo a la materia y
-  Atendiendo al tiempo en que se ejerce el control.
I.- Atendiendo a los  sujetos, repara en el sujeto contralor, fiscalizador o controlador, y en el sujeto controlado, pudiendo ser, uno y otro, público o privado.


II. Atendiendo a la posición que ocupa el órgano que ejerce el control, se habla de control Interno, cuando se ejerce por unidades del propio servicio controlado, y cControl externo, cuando es ejercido por órganos ajenos a ese servicio.


III. Atendiendo a la materia, el control asume diversos matices. Puede ser  Jurídico, cuando es de legalidad; administrativo, cuando es de procesos internos del servicio; financiero, cuando se refiere a movimientos de dinero; de gestión, cuando recae en procedimientos administrativos que dicen relación con el manejo de los recursos humanos, materiales y financieros de la institución, etc.


IV. Atendiendo al tiempo en que se ejerce, el control puede ser preventivo, concomitante o a psoteriori, tomando como referencia la dictación y vigencia de un acto administrativo.




- Preventivo, cuando se ejerce con anterioridad a su entrada en vigencia.
                                           -  Concomitante, al tiempo de su vigencia.




- A posteriori, cuando está surtiendo efectos.
LOS SUJETOS CONTRALORES, FISCALIZADORES O CONTROLADORES:

Los sujetos contralores en el Derecho chileno son:

La Cámara de Diputados : Control político (CPR.,  Artículo 52, Nº 1)

Los órganos administrativos de fiscalización, internos o externos (Control administrativo).
LosTribunales administrativos, dentro de la tesis francesa tradicional (Control jurisidiccional) .


El CONTROL POLÍTICO.
Artículo 52, Nº 1. Es un control ejercido por la Cámara de Diputados. Esta norma fue modificada por la ley 20.050 que bajó el quórum de diputados a los presentes en la Cámara al momento de votarse el acuerdo..

 ( Artículo 52 Nº1 letra a) : Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días. La cámara también puede citar a un Ministro de Estado, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo ( art. 52 nº1 letra b ). Se asimila al sistema inglés y norteamericano en el emplazamiento a los ministros. La asistencia de los ministros a la citación es obligatoria. La cámara de Diputados también tiene la facultad de crear comisiones investigadoras especiales ( Artículo 52 nº1, letra b) inc. 2). La nueva regulación hace más incisiva la posibilidad de indagar de la Cámara de Diputados). 


La fiscalización está radicada exclusivamente en la Cámara de Diputados. El artículo 53 inc. final prohíbe fiscalizar al Senado: “ El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los actos del Gobierno ni de las entidades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fiscalización.”


Hay que distinguir el Control político del Juicio político. El Juicio político no  es un control, sino un proceso de responsabilidad mediante el cual imputan determinados ilícitos a los altos funcionarios del Estado expresa y taxativamente señalados por la CPR, y se tramita en sus etapas de acusación y juzgamiento. La fiscalización puede ser la antesala a un juicio político, pero no consiste en uno de ellos.. 




CONTROL ADMINISTRATIVO


El control administrativo es el efectuado por un órgano integrante de la  Administración del Estado, o sea, por uno de los órganos reconocidos como tales por el artículo 1º de la LOCBGAE, qué, como se sabe, es el precepto de nuestro ordenamiento jurídico que define orgánicamente a la Administración. 


Si este control se ejerce por un órgano interno del servicio, se llama control interno. Si se realiza por un órgano ajeno al servicio, se llama control externo. El control interno está consagrado y caracterizado en los artículos 11 y 12 de la LOCBGAE. 


Este control administrativo se puede ejercer sobre órganos pertenecientes a la Administración Pública o sobre particulares. En este segundo caso, se realiza normalmente por medio de órganos administrativos especializados denominados “instituciones fiscalizadoras”, que en nuestro país toman el nombre concreto de Superintendencias.


EL CONTROL JURISDICCIONAL


Francia fue la madre del Derecho administrativo en el mundo y dentro de esa maternidad alumbró también el control jurisdiccional de la Administración, como una prolongación de la función administrativa del Estado, consagrando al Consejo de Estado como tribunal administrativo por naturaleza, encargado de juzgar las causas contencioso administrativas (ley de 24 de mayo de 1872).


“Juger l´administration, c´est encore administrer”, se sostenía por aquel entonces: juzgar a la Administración es también administrar.

De aquí surgió esta modalidad de control llamada jurisdicción administrativa, a la que ahora se la concibe más bien desde el punto de vista procesal como un proceso jurídico orientado a resolver conflictos jurídico administrativos suscitados entre la Administración y otros sujetos jurídicos, con todas las características emanadas de tal naturaleza.


LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA


Fue creada en 1927 por recomendación de la comisión Kennedy. 

La comisión Kennedy buscó racionalizar la administración chilena y dentro de este objetivo recomendó crear la Contraloría, como un organismo que llevara en forma independiente del Gobierno la contabilidad de la nación, así como el registro y  estadística de los funcionarios públicos. 

En 1943, la reforma constitucional de ese año la incorporó a la Carta Política en calidad de organismo  autónomo. 

En la Constitución de 1980, la Contraloría mantuvo su calidad de  organismo autónomo.  La LOCBGAE la contempla como organismo administrativo en el artículo 1º, agregando en el artículo 21 inciso 2° que no se rige por las normas del título II sino por las disposiciones constitucionales que se refieren a ella y por su propia LOC. Como no se ha dictado una LOC para la Contraloría General, se aplica la disposición cuarta transitoria, conforme a la cual la ley que la está rigiendo tiene el carácter de LOC mientras no se dicte una nueva. La ley que rige a la Contraloría es la ley  10. 336 de 1964, sin embargo, por lo antes dicho,  tiene rango de LOC. 


Atribuciones de la Contraloría General de la República


CPR., artículo 98: es un organismo autónomo encargado de ejercer el control de legalidad de los actos de la administración .




Artículo 98. Un organismo  autónomo con el nombre de 


Contraloría General de la República ejercerá el control de la legalidad 

de los actos de la Administración, fiscalizará el ingreso y la inversión 

de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás 


organismos y servicios que determinen las leyes; examinará y



juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de 

esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y 


desempeñará las demás funciones que le encomiende la ley



orgánica constitucional respectiva.


La Contraloría, por lo tanto, tiene las siguientes funciones: 
a) Ejerce el control de legalidad sobre los actos de la administración.
b) Fiscaliza el ingreso e inversión de los fondos de la administración pública.

c) Examina y juzga cuentas de que deben rendir los cuentadantes.

d) Lleva la contabilidad de la nación, y
e) Realiza las demás funciones que le encomienda la ley.


I. Control de legalidad de los actos de la Administración:


La Contraloría realiza el control de legalidad de los actos de la Administración a través de un trámite administrativo privativo de la Contraloría: la Toma de Razón, que consiste, según el artículo 99, en el examen de constitucionalidad y legalidad de los decretos supremos y resoluciones de las autoridades administrativas.

En este trámite, la Contraloría General debe determinar si el acto es constitucional y legal.  Si considera que el acto está conforme a derecho, le da curso, tomando razón.

Si verifica que acusa irregularidades procede a objetar el decreto o resolución, por razones de fondo o de forma. La objeción por razones de fondo se llama representación; por razones de forma, observación.
La representación un acto por razones de fondo puede ser por  inconstitucionalidad o por ilegalidad. 
Cuando el decreto o resolución es representado por inconstitucionalidad el  Presidente de la República debe proceder a obedecer la objeción y por consiguiente, archivarlo, a menos que decida recurrir al Tribunal Constitucional ( actual) solicitando que se  declare la constitucionalidad del acto (CPR., artículo 93, Nº9).

Cuando el decreto o resolución es representado por ilegalidad, el Presidente de la República puede hacer prevalecer su decisión frente a la Contraloría General haciendo uso del mecanismo de la insistencia. La insistencia consiste en la decisión presidencial de dar curso a un decreto o resolución representado por la Contraloría General, ordenándole darle curso regular. Esta decisión se concreta a través de un decreto, que es propiamente el decreto de insistencia, el que debe llevar la firma de todos los ministros. 

Devolución por vicios en la forma: la observación. La toma de razón es un control de fondo. Por vicios en la forma, la Contraloría realiza observaciones, devolviendo el decreto o resolución al organismo emisor. Esta devolución se hace mediante un “oficio devolutorio”.
Además de cursar, representar u observar, la Contraloría General,  en el trámite de la toma de razón, puede adoptar una cuarta actitud: cursar con alcance. 

Cursar con alcance significa dar curso regular a un decreto o resolución, pero complementando la toma de razón con algunas precisiones de forma o de fondo que explican el sentido que la Contraloría atribuye al acto y que justifica el por qué le dio curso normal. 

Por lo tanto, frente al trámite de toma de razón, la Contraloría puede adoptar cuatro actitudes:
Darle curso, tomando razón.

Representarlo, por razones de fondo, por inconstitucionalidad o ilegalidad. 

Oservarlo, por razones de forma.
Cursarlo con alcance.

La Contraloría Geenral también controla la legalidad de los actos de la Administración mediante visitas inspectivas. Para este efecto designa personal fiscalizador que se constituye en los servicios públicos en visitas ordinarias o extraordinarias para fiscalizar el legal cumplimiento de las funciones que les son propias. 

II. Segunda función de la Contraloría: Control Financiero. 

Se realiza normalmente a través de visitas inspectivas que realizan exámenes documentales de las operaciones del servicio fiscalizado, verificando su legalidad y efectividad.

  Un tipo de control de esta naturaleza es el “arqueo de caja”, que consiste en examinar el movimiento de ingreso y egreso de dinero de una caja pagadora, verificando la exactitud de su saldo. 

Las auditorías son procedimientos financieros de control que analizan un ciclo de movimiento mensual, trimestral, semestral o anual. 
“Examen de la cuenta” es un procedimiento administrativo que realiza un fiscalizador de la Contraloría General.  La cuenta es una nómina que recoge el movimiento mensual de bienes y dinero de un servicio público. El funcionario que debe presentar la cuenta de llama cuentadante, y es cuentadante en un servicio público el funcionario que tiene directamente a su cargo la administración de los dineros o bienes en ese servicio. Normalmente es el director de administración y finanzas del servicio. El es una parte de la relación jurídica que se traba en la fiscalización contable y quién ha de responder de cualquier faltante ante el Tribunal de Cuentas.
En efecto, cuando la cuenta es satisfactoria, la Contraloría otorga un finiquito, pero cuando detecta una irregularidad o inefectividad formula un reparo. 

El reparo  es la imputación de un faltante.

Cuando media reparo, el fiscalizador da un plazo al cuentadante para salvarlo. Si se salva el reparo y es aceptado por la Contraloría,  se otorga el finiquito. Si no es salvada o son rechazadas las razones aducidas por el cuentadante, el reparo se transforma en demanda en juicio de cuentas, para lo cual el jefe de la División de Contraloría a la cual pertenece el fiscalizador, oficia al Juez de Cuentas –que es el Subcontralor-, formalizando la demanda. 


Se abre así el Juzgamiento de cuentas, que no es un procedimiento administrativo, sino un proceso jurisdiccional compuesto de dos instancias: lsa primera instancia, a cargo del Subcontralor como juez de cuentas; la segunda instancia constituida por un órgano colegiado de tres jueces, presidido porel Contralor General de la República. 

El fallo de segunda instancia es susceptible sólo del recurso de revisión ante la misma Contraloría y excepcionalmente del recurso de queja previsto para estos efectos en el COT. 


III. Tercera función de la Contraloría: llevar la contabilidad general de la nación

En particular, la ley que establece esta función de la  Contraloría General de la República es la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, sin perjuicio, claro está, de lo que dispone al respecto la LOC de la misma Contraloría. 


Según esa Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, corresponde a la Contraloría General establecer un Sistema de Contabilidad Gubernamental, lo que hizo ya en el año 1980, complementándolo con instrucciones posteriores. Según este Sistema todos los servicios públicos han de tener  una oficina de contabilidad encargada de proporcionar mensualmente a la  Contraloría la información que ésta requiere para formular el Balance Nacional, que está a cargo suyo. 


IV.  Las demás funciones que le encomiende la ley.


La LOC de la Contraloría establece  una serie de funciones de fuente legal:

a). La potestad dictaminatoria:


La Contraloría está facultada para emitir dictámenes. Los dictámenes son informes en derecho que interpretan la ley administrativa. La LOC de la Contraloría dice que éstos dictámenes son los únicos que se pueden invocar en la Administración como jurisprudencia administrativa. Además, los dictámenes de la Contraloría son los únicos obligatorios dentro de la Administración pública, para todos los funcionarios y servicios. 


b) Registro de empleados públicos:

Civiles o militares. La Contraloría tiene el registro de todas las persona que se desempeñan en la Administración del Estadp, desde su ingreso,hasta la cesación de funciones. 


c). Edición oficial de las leyes y reglamentos del país:


Por mandato de la ley, la Contraloría publica las leyes y reglamentos de la República. Por consiguiente, son estas ediciones las que se pueden invocar como textos auténticos en juicio, al igual que los publicados en el texto del Diario Oficial.  

La LOC de Contraloría contiene otras atribuciones en otros ámbitos, pero desde el punto de vista jurídico estos ejemplos pueden bastar. 

CONTROL SOBRE LA ACTIVIDAD DESARROLLADA POR  PARTICULARES

La función administrativa, por definición, es una actividad del Estado encaminada a obtener el bien común, a través de las actividades de servicio público y fomentando el desarrollo nacional, regional y comunal, así poniendo en práctica políticas públicas de desarrollo personal, en los términos que se derivan de la reforma constitucional de 1991.

En este contexto, la actual orientación de una economía social, en su faceta de promoción y estímulo de la actividad privada, ha impuesto una nueva forma de actividad administrativa: la regulación, cuyo objeto es justamente fiscalizar el buen funcionamiento de aquellas entidades de relevancia social, velando porque se respeten por ellas las reglas que se le han fijado para su funcionamiento. 

Se busca así mantener la fe pública depositada en ellas por la ciudadanía. Toda la población necesita agua, luz, normal funcionamiento de los instrumentos de eliminación de residuos líquidos y sólidos, combustibles, lugares de depósito y retiros de dinero, administración de fondos de pensiones, prestación oportuna de acciones de salud, etc.

La ley chilena denomina a las entidades que cumplen esta función de control con el nombre genérico de “instituciones fiscalizadoras” y les da la denominación concreta de Superintendencias.

Las Superintendencias pueden clasificarse conforme a las áreas que se dedican a controlar; que son de infraestructura, sociales y económicas.
1. Superintendencias de Infraestructura:

· De Servicios Sanitarios ( SISS )

· De Electricidad y Combustibles ( SEC )

2. Superintendencias del Área Social:

· De Salud ( SISP )

· De Administradoras de Fondos de Pensiones ( SAFP )

· De Seguridad Social ( SUSESO ) 

3. Superintendencias del Área Económica:

· De Valores y Seguros ( SVS )

· De Bancos e Instituciones Financieras ( SBIF )

Abreviaturas extraídas de la página web del SERNAC

Las Superintendencias ejercen un gran poder sobre los privados. Supervisan, regulan e incluso instruyen a los particulares sobre las formas legales de actuar. En ocasiones tramitan reclamos deducidos por los privados en contra de ellos, mediante procedimientos de reclamo que determinan las obligaciones de los prestadores de servicios frente a los particulares afiliados o clientes. En general, del resultado de este procedimiento puede reclamarse ante la Corte de Apelaciones.

La fiscalización de las Superintendencias significa informarse de cómo se prestan los servicios,y atender los reclamos de los particulares. 

Por lo que respecta al control administrativo realizado por las instituciones fiscalizadoras, pueden señalarse las siguientes funciones, a título ejemplar: 

a). Superintendencia de Salud: Ley 19.937. En su artículo 2º, esta ley dispone que “Corresponderá a la Superintendencia ( de ISAPRES ) supervigilar y controlar a las instituciones de salud provisional, en los términos que señala esta ley, la ley 18.933 y las demás disposiciones legales que sean aplicables, y velar por el cumplimiento de las obligaciones que les imponga la ley como Régimen de Garantías en Salud, los contratos de salud, las leyes y los reglamentos que los rigen.


Asimismo, la Superintendencia de Salud supervigilará y controlará al Fondo Nacional de Salud en todas aquellas materias que digan estricta relación con los derechos que tienen los beneficiarios de la ley 18.469 en las modalidades de atención institucional, de libre elección, y lo que la ley establezca como Régimen de Garantías en Salud. 


Igualmente, concernirá a la Superintendencia la fiscalización de todos los prestadores de salud públicos y privados, sean éstos personas naturales o jurídicas, respecto de su acreditación y certificación, así como la mantención del cumplimiento de los estándares establecidos en la acreditación”. 


b). Superintendencia de Servicios Sanitarios: Ley 18.902. En su art.º 2, esta ley dispone que “ Corresponderá a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la fiscalización de los prestadores de servicios sanitarios, del cumplimiento de las normas relativas a servicios sanitarios y el control de los residuos líquidos industriales, pudiendo al efecto, de oficio o a petición de cualquier interesado, inspeccionar las obras de infraestructura sanitaria que se efectúen por las prestadoras, tomando conocimiento de los estudios que les sirven de base”.


c). Superintendencia de Electricidad y Combustibles: Ley 18. 410. En su art.2º, esta ley dispone: “  El objeto de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias, y normas técnicas sobre generación, producción, almacenamiento, transporte y

distribución de combustibles líquidos, gas y electricidad, para verificar que la calidad de los servicios que se presten a los usuarios sea la señalada en dichas disposiciones y normas técnicas, y que las antes citadas operaciones y el uso de los recursos energéticos no constituyan peligro para las personas o cosas.” . Señala las funciones de la SEC en el artículo 3º: “Corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:

1.- Otorgar las concesiones provisionales de plantas productoras de gas, de centrales productoras de energía eléctrica, de subestaciones eléctricas, de líneas de transporte y de líneas de distribución de energía eléctrica. Las resoluciones de concesión provisional

serán publicadas en el Diario Oficial con cargo al interesado.

2.- Emitir informes respecto de las solicitudes de concesiones definitivas que se hagan al Ministerio en relación con:

a) Centrales productoras de energía eléctrica, subestaciones, líneas de transporte y de distribución de energía eléctrica y

b) Plantas productoras de gas, líneas de transporte y de distribución de gas.

Asimismo, deberá evacuar los informes que las leyes y reglamentos señalen respecto de tales concesiones.

3.- Realizar las gestiones correspondientes en materia de caducidad de las concesiones definitivas señaladas en el número anterior.

4.- Requerir a los concesionarios de servicio público de distribución de recursos energéticos que se encuentre en explotación, para que adecuen la calidad del servicio a las exigencias legales, reglamentarias o estipuladas en los decretos de concesión.

5.- Asumir transitoriamente la administración de la concesión de servicio público de distribución de recursos energéticos y determinar quién explotará y administrará provisionalmente el servicio, en los casos en que lo ordene la autoridad en virtud de una causa legal.

6.- Emitir informes al Ministerio sobre las transferencias, a cualquier título, del dominio o del derecho de explotación de las concesiones de servicio público de distribución, o parte de ellas, salvo en los casos en que legalmente baste la autorización de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

7.- Resolver fundadamente los conflictos derivados de la obligación de los propietarios de líneas eléctricas que hagan uso de servidumbre, en orden a permitir el uso de sus postes, torres y demás instalaciones para el establecimiento de otras líneas eléctricas o para el paso de energía; informar a los Tribunales Ordinarios de Justicia en los juicios sumarios originados con motivo de las referidas servidumbres, y autorizar, en casos que estime

calificados, la servidumbre temporal de prestación eléctrica, pudiendo fijar, en cada caso, el monto del pago correspondiente” .

d). Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones: D.F.L Nº101 del Ministerios del Trabajo y Precisión Social, publicado en el D.O el  29 de noviembre de 1980.

e). Superintendencia de Seguridad Social: ley 16.395. En su art.2º esta ley dispone que: “Las funciones esenciales de la Superintendencia de Seguridad Social, son las siguientes:

a) Impartir las normas y orientaciones necesarias para el perfeccionamiento técnico y administrativo de las Cajas de Previsión, para el mejor cumplimiento de las funciones que se les han encomendado;

b) Realizar los estudios e investigaciones necesarios acerca de las condiciones médico-sociales, demográficas, demológicas y económicas de las poblaciones afiliadas e inducir las leyes biométricas y financieras que rigen los riesgos ordinarios de la vida y del trabajo;

c) Supervigilar y juzgar la gestión administrativa de las instituciones de previsión social;

d) Calificar la legalidad de los ingresos, así como la oportunidad y finalidad de los egresos e inversiones de los fondos de las instituciones de previsión y de los beneficios que se otorguen a los imponentes;

e) Examinar y juzgar los balances de contabilidad, los actuariales y los de acumulaciones, e inspeccionar los servicios médicos, actuariales, de contabilidad, administrativos, etc.;

f) Estudiar e informar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los presupuestos de ingresos y egresos y las plantas de empleados de las Cajas de Previsión Social; Proponer al Ministerio del Trabajo y Previsión Social las reformas legales y reglamentarias de la legislación vigente que la técnica y la experiencia aconsejen;

h) Desempeñar, en general, todas las otras funciones que le encomiende esta ley y los demás preceptos vigentes o que se dicten en lo futuro;

i) Divulgar los principios técnicos y sociales que deben informar el espíritu de previsión de los ciudadanos desde la niñez, y mantener informada a la opinión nacional sobre el desarrollo de la previsión, mediante una amplia difusión de los textos legislativos

correspondientes y de los resultados de su aplicación; y

j) Elevar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social la Memoria Anual de la Superintendencia de Seguridad Social.

Las funciones indicadas en las letras d) y e) se ejercerán por la Superintendencia respecto de las Instituciones y Servicios sometidos a su fiscalización, sin perjuicio de corresponder el examen y juzgamiento de sus cuentas a la Contraloría General de la República de acuerdo con las disposiciones de su Ley Orgánica.

F). Superintendencia de Valores y Seguros: D.L Nº3.538 del Ministrio de Hacienda, de 23 de diciembre de 1980.

G). Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: D.F.L  Nº3 del Ministerio de Hacienda, de 19 de diciembre de 1997.

